Partido Frente Amplio 


Fracción Legislativa

Informe mensual (Enero 21-Febrero 24, 2013).     

· Acción del Frente Amplio y movimiento ecologista frena permisos para la siembra de maíz genéticamente modificado. Continúa la lucha ante la amenaza transgénica.  La Sala IV acogió para estudio la acción que presentamos junto a la Red de Biodiversidad, MAOCO, la Mesa Indígena, Coeco-Ceiba y muchas otras organizaciones ecologistas contra el reglamento que regula el trámite de permisos para la siembra y liberación al ambiente de transgénicos. Esta acción rápida permitió frenar la ejecución del permiso otorgado arbitrariamente por la Comisión de Bioseguridad a la trasnacional Monsanto para la siembra de maíz transgénico en Chomes (Puntarenas). El recurso se basa en que el procedimiento para otorgar estos permisos no garantiza la protección del ambiente e impide la participación de la población. Independientemente de lo que resuelva la Sala, la admisión de la acción nos permite ganar tiempo para preparar otras acciones legales que presentaremos en los próximos días. 
· Al contrario de lo que han manifestado algunos compañeros y compañeras, en la fracción legislativa nuestro trabajo no se limita únicamente a “recursos formales”. Creemos que es necesario aprovechar los recursos técnicos a nuestro alcance para dar la pelea en el ámbito institucional y legal. Pero al mismo tiempo y la misma intensidad le apostamos a la organización y la movilización popular, a la lucha en las calles. La lucha contra el maíz transgénico es un buen ejemplo: así como presentamos este recurso, nuestra fracción ha participado activamente en las diversas acciones de denuncia movilización e información a la población que ha venido organizando el movimiento ecologista en las últimas semanas. Hemos apoyado activamente el exitoso proceso que ha llevado a que más de 42 cantones se hayan declarado libres de transgénicos y junto al diputado Monge participamos en el encuentro de municipios libres realizado en Nicoya.

· Por otra parte, en la comisión de ambiente recibimos en audiencia a la Ministra de Agricultura y a los representantes gubernamentales de la Comisión de Bioseguridad que avaló los permisos para la siembra de maíz transgénico. Aunque los diputados oficialistas intentaron impedir que profundizáramos en nuestras preguntas, quedó clara la irresponsabilidad y la absoluta ilegalidad con la que dicha Comisión actuó al otorgar estos permisos. Por ejemplo, logramos constatar que la Comisión nunca sesionó válidamente para otorgar estos permisos y cumplieron con el quórum, las votaciones y otros requisitos legales. Aunque parezca mentira se limitaron a mandar criterios por correo electrónico durante el mes de enero, todo con la finalidad de impedir que la ciudadanía pueda hacerse presente a una sesión de la comisión. Peor aún, logramos comprobar que la comisión nunca discutió el cambio de lugar para el permiso de siembra (la petición original hablaba de Abangares y lo otorgaron en Chomes), sino que esto se hizo a última hora en contubernio con la empresa, y sin que la población tuviera oportunidad de participar. Todas estas ilegalidades serán parte del fundamento de las próximas acciones que estaremos realizando en defensa de nuestra biodiversidad, nuestro patrimonio cultural y nuestra soberanía alimentaria.            
· Frente Amplio respalda lucha por la ampliación de licencias por maternidad. La fracción legislativa del Frente Amplio se sumó decididamente a la lucha emprendida por un grupo de jóvenes madres, la Liga de la Leche y varias organizaciones de personas trabajadoras para que se amplíe a seis meses post-parto la licencia de maternidad que se otorga a las mujeres trabajadoras. Nuestra fracción fue la única que marchó el pasado 18 de enero en respaldo a esta iniciativa que busca mejorar la calidad vida y la salud de nuestra niñez. Al finalizar la marcha recibimos un borrador de anteproyecto de ley que nos hemos comprometido a presentar a la corriente legislativa a más tardar en junio del presente año. Para ello, hemos iniciado un intenso proceso de diálogo y consultas con diversas organizaciones sociales, sindicales y feministas, así instituciones como la Defensoría de los Habitantes y la CCSS, a fin de lograr un texto de consenso que abarque las distintas preocupaciones sobre este tema. 

· En esta tarea nos proponemos integrar la nueva propuesta con iniciativas que habían sido impulsadas en el pasado reciente, mediante un grupo de trabajo coordinado por la Defensoría. Dentro de los principales cambios que nos proponemos agregar al proyecto  se encuentran: 1) Responsabilidad compartida en el cuido. Incluir alternativas (licencias de paternidad, licencias compartidas o intercambiables) para que también los padres se hagan cargo del cuido de sus hijos e hijas y no se siga recargando únicamente en las madres, así como el respeto a las madres que no desean dar leche materna. 2) Financiamiento solidario de la ampliación de la licencia. Distribución equitativa de los costos entre patronos, trabajadores y el Estado, garantizando que no se afecte a las micro y pequeñas empresas. 3) Medidas eficaces para combatir la discriminación contra las mujeres, para no asumir los costos de las licencias por maternidad. Fortalecer inspección laboral y procesos para combatir despidos discriminatorios. Medidas de acción afirmativa para garantizar la contratación de mujeres (cuotas de al menos 40% siempre que se cumplan requisitos de idoneidad, entre otras acciones). 
· Contraloría confirma denuncia del Frente Amplio sobre malos manejos del INS con fondos del seguro de riesgos del trabajo. Se ordena corrección inmediata. Un informe de auditoría de la Contraloría nos dio la razón con la denuncia que presentamos contra las autoridades del INS por la malversación y la pérdida de recursos de este seguro social. Según había denunciado nuestra fracción, el INS ha sido negligente en el cobro de las deudas de patronos que no aseguraron a personas trabajadoras que sufrieron accidentes laborales, violando las normas del Código de Trabajo. Además ha estado condonando deudas y maquillando obligaciones de grandes empresas para favorecer sus negocios en la venta de seguros comerciales. Es decir, ha desviado, hacia actividades comerciales, fondos de la seguridad social que pertenecen a las y los trabajadores más pobres del país.
· De acuerdo con nuestra denuncia, estas acciones ilegales del Instituto estarían poniendo en peligro más 13 mil millones de colones del seguro de riesgos del trabajo. Por ejemplo, habría dejado prescribir obligaciones por al menos 6 mil millones de colones. La auditoría del INS confirmó que el INS no ha estado cobrando a los patronos morosos con este seguro social. Contrató una empresa privada para que hiciera los cobros, y, sin embargo, es mínima la cartera que se ha recuperado. Hay expedientes que tienen miles de días de no ser activados. Más, grave aún: la Contraloría comprobó que el INS modificó ilegalmente las normas técnicas del seguro para eliminar el cobro de obligaciones a patronos morosos por más de 3 mil millones de colones. En este caso, además, se le ordenó al Instituto revertir de forma inmediata estas acciones ilegales que comprometen fondos públicos. 

· Ante tan graves irregularidades con los recursos de las personas trabajadoras, nuestra fracción está preparando nuevas acciones para solicitar la destitución inmediata del presidente ejecutivo del INS, G. Constenla, responsable directo de este descalabro. Además advertimos que lo que ha salido a la luz pública es apenas la “punta del Iceberg”, pues existen muchas otras irregularidades que todavía están en proceso de investigación. En este contexto, nuestra fracción se reunió con funcionarios/as de la Superintendencia de Seguros, a quienes entregamos nuevas evidencias sobre el manoseo ilegal de los fondos de la seguridad social.        
· Acción del Frente Amplio impide desvío de más de 10 mil millones del seguro de riesgos del trabajo. La Sala Constitucional le dio curso a una acción de inconstitucionalidad presentada por nuestra fracción contra el artículo de la Ley del INS, (reformada por la Ley de Privatización del Mercado de Seguros) que iba a ser utilizado por las autoridades de dicha institución para justificar la suspensión del aporte del INS a la reserva del seguro de riesgos del trabajo y la devolución de los recursos aportados en años anteriores. De esta forma logramos frenar un intento de quitarle a este seguro social más de 10 mil millones de colones, para trasladarlos a los negocios comerciales del INS, lo que implicaría seguir debilitando nuestro sistema de seguridad social. 
· Frente Amplio respalda denuncias del FIT-ICE contra adjudicación arbitraria de licitación sobre portabilidad numérica.  Junto a otros diputados, nuestra fracción acogió y presentó ante la Contraloría la denuncia elaborada por ASDEICE y el Frente Interno de Trabajadores del ICE contra la actuación ilegal de la SUTEL que adjudicó la licitación para aplicar la portabilidad numérica a una empresa que no cumplió con los requisitos mínimos establecidos en el cartel. La denuncia es contundente en desnudar este proceso realizado atropelladamente para favorecer a empresas privadas en detrimento del ICE. La portabilidad numérica es el mecanismo que permite a los usuarios de telefonía pasarse de una empresa operadora a otra, manteniendo el mismo número. Pero en Costa Rica se pretende imponer “a la carrera” y golpeando desmedidamente al ICE, negándole a las personas usuarias el derecho a saber cual empresa está prestando el servicio de las llamadas que recibe. En los próximos días presentaremos nuevas denuncias sobre este tema. 
· Siguen caminando juicios a favor de la niñez y en defensa de la CCSS. Las demandas contencioso-administrativas presentadas por la fracción del Frente Amplio contra el Estado por no girar los recursos que ordena la ley a favor del PANI para atención de la niñez en riesgo social y por no pagar en efectivo sus obligaciones con la CCSS, superaron nuevos obstáculos y están más cerca de una resolución final. La Sala Primera rechazó la última apelación presentada por la Procuraduría para frenar la demanda que busca obligar al Gobierno a entregar al PANI la totalidad de sus recursos. Ahora el proceso tendrá que ir inevitablemente a juicio. 

· Por su parte, el Tribunal Contencioso resolvió por unanimidad que sí está facultado para conocer la demanda presentada en defensa de la CCSS, rechazando la “excepción de incompetencia” presentada por el Estado. Además del pago en efectivo de todas las deudas del Estado con la seguridad social, esta demanda busca que el Gobierno reintegre al Seguro de Pensiones (IVM) los más de 300 mil millones que dicho seguro dejó de percibir durante los 12 años en que el Poder Ejecutivo impidió que se aplicara la obligación de las empresas públicas de aportar un porcentaje de sus utilidades para fortalecer la seguridad social. 
· Frente Amplio denuncia a alcalde Jhonny Araya por incumplir orden de la Contraloría durante más de 20 años y permitir apropiación privada de parque público.  Esta denuncia forma parte de las acciones que nuestra fracción ha venido realizando en respaldo de la lucha del comité de vecinos y vecinas de la Urbanización La Cabaña en San Francisco de Dos Ríos, quienes sufren la destrucción, cierre y la apropiación privada del principal parque público y área de recreo infantil de su comunidad, por la negligencia y el incumplimiento de deberes del alcalde de San José. Desde hace más de 20 años la Contraloría ordenó anular un acuerdo municipal que traspasó ilegalmente este bien público a una fundación privada. Sin embargo, el vitalicio alcalde de San José ha venido ignorando la orden de la Contraloría, permitiendo que la fundación se apropie de la totalidad del parque, en perjuicio de los derechos de la comunidad. Ante estos hechos el Frente Amplio está solicitando a la Contraloría hacer cumplir sus propios acuerdos y aplicar acciones contra el jerarca que tiene más de 20 años de burlarse de ellos. 
· Proyectos nuevos del Frente Amplio. Ley para frenar privatización de servicios de salud. Nuestra fracción presentó un proyecto de ley para cerrar el portillo legal que actualmente permite la privatización de la gestión de los servicios públicos de salud que presta la Caja Costarricense del Seguro Social. Mediante esta reforma se busca evitar que se sigan privatizando clínicas y servicios de atención primaria (EBAIS) tal y como pretenden las autoridades de la CCSS en el caso de los EBAIS de Montes de Oca, Curridabat y La Unión. La reforma que proponemos al artículo 74 de la Ley de Contratación Administrativa se suma a la lucha dada por nuestro compañero José Merino para excluir los servicios de salud de la Ley de Concesiones. Su aprobación es urgente no solo para respaldar la lucha contra la privatización de los EBAIS sino también para evitar que vuelvan a surgir intentos de privatizar hospitales públicos, utilizando como excusa la crisis de la CCSS.
· Ley para eliminar del Código Penal normas que violentan de forma grosera de los derechos humanos. Nuestra fracción acogió una solicitud planteada por personas activistas que luchan por el respeto a la diversidad sexual, para impulsar la inmediata modificación de dos artículos del Código Penal que fomentan la discriminación y el trato degradante con contra las personas homosexuales y quienes practican la prostitución. Estos artículos califican la homosexualidad como una “enfermedad” y justifican la aplicación de “medidas de seguridad” obligatorias contra estas personas por el solo hecho de tener una orientación sexual distinta a la mayoritaria.

· Obligación de adaptar escapes de humo de autobuses, furgones y vehículos pesados.  Hemos propuesto una reforma a la Ley de Tránsito con el objetivo de garantizar que este tipo de vehículos sean adaptados para que los escapes de humo (muflas) sean ubicados en la parte superior. Esta medida se propone con el objetivo de evitar que el humo sea expulsado directamente “en la cara” de peatones, ciclistas, y motociclistas y otras personas que transitan por las calles en vehículos de poca altura. La adaptación de los escapes de humo es una medida relativamente fácil de ejecutar, de bajo costo y que podría contribuir a mejorar la calidad de vida de las y los habitantes. 
· La interpretación de la Ley de Incentivos Médicos. Nuestra posición. El Frente Amplio nunca ha respaldado y hemos combatido frontalmente el discurso mentiroso del Gobierno que pretende culpar a las personas trabajadoras de la CCSS por la crisis que sufre dicha institución. Esta crisis ha sido causada fundamentalmente por gobiernos y jerarcas corruptos y patronos irresponsables que han saqueado y desfinanciado a la institución, promoviendo la privatización de sus servicios. Es cierto que existe un pequeño sector de funcionarios que han sido cómplices de este proceso, favoreciendo negocios privados en detrimento de la salud pública. Pero es una injusticia generalizar, pues un gran mayoría de las personas trabajadoras de la CCSS, incluido el personal médico, se encuentran comprometidas con la seguridad social y más bien sufren todos los días en carne propia el deterioro de sus condiciones de trabajo, como consecuencia del deterioro sistemático de la CCSS. 
· A pesar de todo lo anterior, en el caso específico del proyecto de ley para realizar una interpretación auténtica de la Ley de Incentivos Médicos, lo voté a favor, por las siguientes razones: 1) No comparto la interpretación excesivamente amplia –no contemplada originalmente cuando se creó la ley- que se venía haciendo de la misma para extender el cálculo de  incentivos médicos a rubros variables como guardias y disponibilidades. 2) Si no se hubiera aclarado este punto, el Seguro de Salud habría tenido que pagar demandas multimillonarias por más de 174 mil millones de colones, sin contar reclamos posteriores. Este monto nunca fue refutado y es exhorbitante. Equivale a más de la totalidad de la deuda acumulada de patronos morosos y más de un 40% de la deuda del Estado. Estos recursos alcanzarían para construir 3 hospitales como el Hospital de Heredia o al menos 15 Centros de Atención Integral en Salud (CAIS). Estos recursos son indispensables para miles de familias trabajadoras que dependen de los servicios de la CCSS, especialmente las más pobres.   
· Frente Amplio denuncia injusticias de proyecto de ley del Desahucio Exprés. En el Plenario Legislativo nuestra fracción ha venido denunciando que el hecho de que este proyecto ocupe el primer lugar de la agenda legislativa -y sea la principal prioridad del Poder Ejecutivo en el actual periodo de sesiones extraordinarias- es un ejemplo más que evidente de que no existe el mínimo interés de parte del Gobierno de atender los gravísimos problemas sociales de afectan a la gran mayoría del pueblo de Costa Rica. Se trata de un proyecto de ley que pretende establecer un proceso de desalojo casi automático contra las personas que alquilan viviendas, cuando se atrasen en el pago del alquiler o de los servicios públicos (aumentazos de ARESEP incluidos). En estos casos el juez ordenaría el desalojo y después le preguntaría a la persona afectada si pagó, limitando seriamente su derecho de defensa, por ejemplo para alegar otros motivos que justifican la falta de pago (incumplimientos del casero, etc).
· El Frente Amplio ha venido objetando este proyecto de ley porque lo consideramos injusto y desequilibrado. Si bien existen casos de inquilinos que no pagan de forma intencionada, también existen muchos otros casos de abusos e incumplimientos de parte de los arrendadores. El proyecto de ley no atiende el problema integralmente, sino que inclina la balanza de forma desproporcionada en perjuicio de quienes alquilan una vivienda. Es decir, favorece excesivamente el derecho de propiedad por encima del derecho a una vivienda digna. Un ejemplo claro de esta desigualdad es que no se revisa la potestad de los caseros de decretar aumentos anuales de hasta un 15% aunque la inflación haya sido mucho menor, pero sí les da poder a estos para desalojar de forma automática a las personas que no puedan pagar aumentos abusivos. El Frente Amplio tiene un proyecto de ley para corregir esta injusticia y también hemos presentado varias mociones al proyecto del Desahucio Exprés con el mismo objetivo. 
· Pretenden aprobar atropelladamente y sin discusión el TLC con la Unión Europea. Alerta a movimientos sociales.  Siguiendo con su línea de firmar e imponer nuevos TLCs que comprometen la soberanía nacional, sin analizar los impactos de los que ya están vigentes y la gran cantidad de promesas incumplidas, el Gobierno y la fracción del PLN han venido presionando fuertemente para que el Plenario Legislativo apruebe a la carrera y sin discusión el TLC con la Unión Europea (también conocido eufemísticamente como “Acuerdo de Asociación”) A pesar de que casi nadie conoce los contenidos de este nuevo TLC y de que no tiene ni una semana de haber sido dictaminado en la comisión de asuntos internacionales, el proyecto se encuentra en los primeros lugares del Plenario y ya se venció el plazo para presentar mociones. Al igual que el TLC con Estados Unidos se trata de un “mamotreto” de más de mil páginas, sumamente complejo, abarca temas que afectan intereses sensibles de la población que van mucho más allá de lo puramente comercial, como la regulación sobre la prestación de servicios públicos estratégicos o el uso de recursos naturales. Con el agravante de que el movimiento social se encuentra totalmente desinformado sobre los alcances de este tratado y de que una gran mayoría de diputados de prácticamente todos los partidos de oposición, menos el Frente Amplio, están contribuyendo al trámite atropellado. 
· Este nuevo TLC se intenta maquillar con dos capítulos iniciales de “cooperación” y “diálogo político” plagados de frases bonitas y buenas intenciones, pero con poco o casi nulo efecto vinculante si se compara con los privilegios que se le otorgan a los inversionistas extranjeros. Como ocurrió con el TLC con EEUU sus promotores recurren al chantaje para justificar la falta de análisis: si no se vota ya –dicen- la Unión Europea le quitaría a Costa Rica los beneficios unilaterales que permiten el ingreso de nuestras exportaciones… 
· Sin embargo, la parte que menos preocupa es la que tiene que ver con el comercio de mercancías. Este nuevo TLC también incluye capítulos de servicios, inversiones y propiedad intelectual, donde se reiteran algunos de los aspectos más negativos del TLC con Estados Unidos, o bien en algunos casos va más lejos de lo impuesto en dicho tratado (por ejemplo: en el capítulo de telecomunicaciones se imponen al país obligaciones adicionales en perjuicio del ICE, se obliga a Costa Rica a abrir sus puertas a inversionistas en sectores sensibles como minería, o se echan de menos reservas a favor de sectores vulnerables como los servicios culturales). 
· Uno de los temas que más nos preocupa es la protección de nuestras fuentes de agua, porque la Unión Europea ha sido muy agresiva en las negociaciones de la OMC para que se favorezca a sus trasnacionales que hacen negocios en este sector. Esta preocupación se agrava porque no ha sido aprobada la reforma constitucional para proteger el agua, debido al bloqueo irracional del Movimiento Libertario. 
· Por último, en los artículos finales del tratado el Gobierno ha intentado “meterle un gol de media cancha” al pueblo pues pretenden usar la presión del sector exportador para que el tratado se apruebe rápido, para imponer un nuevo impuesto de 25 dólares para quienes utilicen los puestos fronterizos del país. Los recursos de este impuesto irían a financiar concesiones (privatización) de los puestos fronterizos (suponemos que a Atraquistas del Sol o a los de la trocha) mientras que a las municipalidades de los empobrecidos cantones fronterizos apenas se les daría un 4% de los fondos (migajas) Por supuesto, la población directamente afectada, comunidades que hoy viven de los puestos fronterizos (y que serían expulsadas con la privatización) no tienen ni idea de que este tema tan delicado se metió en el TLC. Desde la fracción legislativa del Frente Amplio hacemos un llamado a las diversas organizaciones sociales y populares para que le pongan atención a este tratado. En guerra avisada…
· Derogada ley de “titulación en precarios” por inútil y contraproducente. En la comisión plena primera logramos la  aprobación de un proyecto para eliminar definitivamente esta ley politiquera aprobada en tiempos del TLC, durante el Gobierno de Oscar Arias. La ley, impulsada por los libertarios, supuestamente pretendía crear una “sociedad de propietarios” (sic) repartiendo títulos de propiedad en asentamientos de pobreza extrema. Pero, más bien se terminó consolidando áreas donde, por razones técnicas y de espacio, no es posible garantizar una vivienda digna. Es decir, tal y como denunció en su momento nuestro compañero José Merino, repartiendo la miseria, en vez de erradicarla. La ley ha tenido efectos nefastos, porque puso trabas que han impedido el desarrollo de muchos proyectos de vivienda de interés social. De esta forma, se alargó todavía más el calvario de muchas familias y comunidades pobres que llevan años esperando por una solución de vivienda. Por estas razones nuestra fracción impulsó el informe que recomendó la derogatoria y que finalmente fue aprobado. 
· Frente Amplio respalda lucha por el acceso al agua de la comunidad de Cuajiniquil. Esta comunidad ubicada en el cantón de La Cruz, Guanacaste enfrenta serios problemas de abastecimiento de agua potable. Los pozos que surten al acueducto comunal no tienen caudal suficiente para satisfacer las necesidades básicas de sus más de 5000 habitantes, en una región donde el recurso hídrico es sumamente escaso. Ante esta situación la comunidad ha planteado la solicitud al Sistema Nacional de Áreas de Conservación (SINAC) para que se le permita a la ASADA local establecer una nueva toma de captación dentro de los límites del Parque Nacional Santa Rosa, área protegida donde se encuentran las principales nacientes disponibles. Inicialmente la administración del parque denegó la solicitud. 
· No obstante, nuestra fracción ha iniciado un proceso de diálogo con el SINAC a fin de encontrar una solución que garantice el derecho humano de acceso al agua del pueblo de Cuajiniquil. Creemos que en este caso puede darse un permiso de uso porque el abastecimiento de agua a comunidades es un servicio social (no una actividad comercial), los impactos ambientales son mínimos. Se trata de una actividad compatible con los fines de los parques, que se crearon, entre otras razones, para proteger las fuentes de agua en aras de garantizar el abastecimiento de las comunidades.     
· Por el derecho a la tierra de las familias campesinas de La Suerte de Ticabán. La fracción legislativa del Frente Amplio, por medio de nuestro compañero Gerardo Vargas, ha venido acompañando la lucha de más de 200 familias de esta comunidad que tienen 60 años de vivir en parcelas adjudicadas por el ITCO (hoy INDER) sin un título de propiedad. La titulación de estas tierras no era posible porque no tenían salida a calle pública, ya que las parcelas colindaban con el derecho de vía del tren, propiedad de INCOFER. Para resolver este problema iniciamos un intenso proceso de negociación con las autoridades del INCOFER, municipalidad de Pococí, INDER y el Comité de Vecinos de La Suerte, lo que permitió la firma de un acuerdo el pasado 5 de febrero, que hará posible que todos estos vecinos y vecinas, de la Suerte de Ticabán por fin reciban sus escrituras.
· Caminando de la mano con las comunidades. A pesar de que nuestra fracción solo cuenta con 1 diputado de 57, son innumerables las peticiones que recibimos de comunidades de todo el país, que sufren el abandono del Gobierno y la indiferencia sus representantes directos. En el despacho hacemos un esfuerzo titánico por atender todas estas gestiones. Sin embargo, somos concientes de que muchas quedan sin solución oportuna, pues la demanda, por mucho, nos sobrepasa. Tratamos de dar prioridad a las gestiones donde hay grupos organizados luchando, donde nuestra intervención puede ayudar a su crecimiento en conciencia y organización. 
· No obstante, también hay casos donde esa intervención del Frente Amplio logra resultados concretos que ayudan a mejorar las condiciones de vida de nuestra gente. Además de los casos ya mencionados, podemos citar a manera de ejemplo y sin ser exhaustivos:
· Las mejoras en el acueducto de Herradura (Garabito) En esta comunidad las y los vecinos tenían un grave problema de abastecimiento de agua, porque el acueducto local no tenía las condiciones para surtir adecuadamente a toda la comunidad. Por mucho tiempo dieron la  lucha por conseguir la ampliación del servicio y no fue posible. Contactaron con el Frente Amplio e iniciamos una serie de trámites a través de AYA. Finalmente, gracias al empeño de la comunidad, se logró una solución definitiva para las familias afectadas. 
· El puente sobre el Río Tuis (Turrialba) La comunidad del mismo nombre tenía muchos años de realizar gestiones para que la municipalidad arreglara el citado puente –su principal vía de salida- que fue destruido por el río hace unos  años. No fue hasta que el Frente Amplio presentó un recurso de amparo a favor de la comunidad que la Sala IV ordenó la construcción inmediata del puente. 

· Los diques del Río Reventazón (Siquirres) En julio de 2012 el río destruyó los diques los que protegían de inundaciones a varias comunidades de la zona baja del cantón de Siquirres. Como el Gobierno no había hecho nada a pesar del inminente riesgo para la vida de miles de familias, el 17 de diciembre las comunidades hicieron una manifestación en la ruta 32. Ahí estuvo presente el Frente Amplio. Gracias a esta lucha y después de varias negociaciones donde participó activamente nuestro compañero Gerardo Vargas, el gobierno se comprometió junto con el ICE a la construcción de los nuevos diques. El viernes 1 de marzo en reunión celebrada en Siquirres, se informó del avance los trabajos. Seguimos en esta lucha, vigilantes por el cumplimiento de los acuerdos.
· Giras, visitas a comunidades y actividades partidarias.  Hemos venido participando activamente en el proceso de renovación de estructuras del Frente Amplio, con presencia en todas nuestras asambleas provinciales. Durante este último mes tuve la alegría de participar en las asambleas provinciales de Heredia, San José, Puntarenas y Alajuela, donde pude constatar el crecimiento sostenido que ha venido teniendo nuestro partido. 
· Por otra parte, les informo que hemos decidido reprogramar las visitas a comunidades para la rendición de cuentas del despacho legislativo para después de nuestra Asamblea Nacional del 9 de mayo, con el objetivo de concentrar los esfuerzos en concluir exitosamente nuestro proceso de renovación de estructuras.  
· Del 10 al 14 de febrero participé en un encuentro internacional organizado por la agrupación ambientalista GAIA, en San Francisco, California para conocer el programa de “Basura Cero” implementado por el gobierno local. Un programa sumamente exitoso que ha permitido que solo el 20% de los residuos que se producen en San Francisco vaya a parar al relleno sanitario. Estudiamos los programas que aplican para promover la separación de la basura en los hogares y negocios, el reciclaje y reutilización de residuos y la utilización de los residuos orgánicos para fabricar abono orgánico, que se vende a agricultores de la región. Además, pude conocer de cerca la experiencia nefasta de otras ciudades estadounidenses con la incineración de residuos, grave amenaza ambiental que el alcalde de San José, Jhonny Araya pretende aplicar en nuestro país. 
Saludos cordiales,

José María Villalta.        
